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Ciudad de México. Acuerdo de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente al veintinueve de enero de dos mil veinte.
V I S T O S  Y

R E S U L T A N D O

PRIMERO. El dieciocho de octubre de dos mil diecinueve Ricardo Rubio Carpinteyro interpuso recurso de reclamación contra el acuerdo de diecinueve de septiembre de ese año emitido por el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en los autos del amparo directo en revisión 6706/2019.

SEGUNDO. El trece de noviembre de dos mil diecinueve el Presidente de este Alto Tribunal tuvo por interpuesto el recurso de reclamación, lo registró bajo el expediente 2705/2019, lo turnó al Ministro Javier Laynez Potisek para la elaboración del proyecto de resolución y ordenó el envío del asunto a esta Segunda Sala para su radicación.

TERCERO. El seis de diciembre de dos mil diecinueve esta Segunda Sala se avocó al conocimiento de este recurso.
C O N S I D E R A N D O


PRIMERO. Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente competente para conocer del recurso de reclamación, en términos de los artículos 104 de la Ley de Amparo y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los Puntos Primero y Tercero del Acuerdo General Plenario 5/2013, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, en virtud de que se interpone en contra de un proveído emitido por el Presidente de este Alto Tribunal, en el que desechó un recurso de revisión interpuesto en contra de una sentencia dictada en amparo directo.

SEGUNDO. Procedencia. El recurso de reclamación es procedente, toda vez que se actualiza el supuesto previsto en el artículo 104, párrafo primero, de la Ley de Amparo, consistente en que se interponga contra un auto de trámite dictado por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

TERCERO. Oportunidad. El recurso de reclamación se interpuso en tiempo.

Conforme al artículo 104, párrafo segundo, de la Ley de Amparo, el recurso de reclamación debe interponerse dentro de los tres días siguientes a aquel en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada. En este caso, el auto combatido se notificó personalmente a la parte recurrente el martes quince de octubre de dos mil diecinueve,
 surtiendo efectos dicha notificación el miércoles dieciséis del mismo mes y año, en términos del artículo 31, fracción II, de ese ordenamiento legal.

Por tanto, el citado plazo transcurrió del jueves diecisiete al lunes veintiuno de octubre de dos mil diecinueve, sin tomar en cuenta para dicho cómputo los días sábado diecinueve y domingo veinte de octubre, por ser inhábiles, de conformidad con los artículos 19 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Luego, si el escrito del recurso de reclamación se presentó el dieciocho de octubre de dos mil diecinueve ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación,
 es evidente que dicho medio de impugnación fue oportuno.

CUARTO. Legitimación. El recurso de reclamación fue interpuesto por Juan Carlos Frías Farías, apoderado legal de Ricardo Rubio Carpinteyro, quejoso en el juicio de amparo directo 110/2019, cuyo carácter le fue reconocido en proveído de seis de febrero de dos mil diecinueve,
 en términos del artículo 5°, fracción I, de la Ley de Amparo, por lo que se cumple con el requisito de legitimación previsto en el párrafo segundo del artículo 104 de ese ordenamiento legal.

QUINTO. Antecedentes. Para mejor comprensión y resolución de este recurso, a continuación se sintetizan los hechos más relevantes.

a)
Ricardo Rubio Carpinteyro demandó de Editorial Santillana, Sociedad Anónima de Capital Variable y otra, entre otras prestaciones, la reinstalación laboral de su puesto y el pago de salarios caídos, vacaciones y prima vacacional.

b)
La Junta Especial Número Cinco de la Local de Conciliación y Arbitraje de la Ciudad de México dictó laudo el once de septiembre de dos mil dieciocho, en el juicio laboral 257/2014 en el que absolvió a las demandadas de las prestaciones reclamadas.

c)
En contra de dicho laudo, el actor promovió amparo directo y las demandadas amparo adhesivo, por lo que el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito registró el asunto con el número 110/2019 y en sesión de quince de agosto de dos mil diecinueve negó el amparo principal y declaró sin materia el  adhesivo.

En cuanto al amparo principal, el Tribunal Colegiado declaró infundados los conceptos de violación al considerar que fue correcto el desechamiento de la Junta responsable respecto de diversas probanzas, así como acertada la determinación de que las demandadas acreditaron que la relación entre éstas y el quejoso era de naturaleza mercantil y no laboral, tal y como se advertía del contrato de comisión mercantil respectivo, por lo que la absolución decretada de las prestaciones reclamadas no transgredía los derechos del impetrante.

Aunado a que resultaban inoperantes los restantes conceptos de violación porque bajo ninguna óptica podría actualizarse el despido señalado por el actor, pues para ello era indispensable la existencia de una relación laboral, lo cual no aconteció, de ahí que negó el amparo principal al quejoso.

d)
Inconforme con esa sentencia de amparo, el actor quejoso interpuso recurso de revisión, el cual fue desechado por el Presidente de este Alto Tribunal en proveído de diecinueve de septiembre de dos mil diecinueve.

e)
En contra de esa determinación, el quejoso recurrente interpuso el presente recurso de reclamación.
SEXTO. Acuerdo recurrido. El Presidente de este Alto Tribunal desechó por improcedente el recurso de revisión interpuesto por la parte recurrente contra la sentencia de quince de agosto de dos mil diecinueve dictada por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito en el juicio de amparo directo 110/2019, al considerar que no se advertía en la demanda de amparo concepto de violación alguno relativo a la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de alguna norma general, tampoco solicitud de interpretación directa de algún precepto constitucional o tratado internacional ni que en el fallo recurrido se haya decidido u omitido decidir sobre tales cuestiones.

Así, determinó que el citado recurso de revisión no cumplía con los requisitos de procedencia establecidos en los numerales 81, fracción II, de la Ley de Amparo, 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

SÉPTIMO. Agravios. La parte recurrente expresó básicamente los motivos de disenso siguientes:
1.
Debe admitirse el amparo directo en revisión en virtud de que en la sentencia de amparo se aplicó incorrectamente el artículo 76 de la Ley de Amparo, el cual se tilda de inconstitucional, trascendiendo al resultado del fallo, toda vez que el mismo permite que la autoridad jurisdiccional estudie los conceptos de violación de manera conjunta, sin que exista algún medio de defensa en favor del gobernado quejoso para resarcir ese daño y se resuelva con puntualidad lo expuesto en dichos conceptos.
Así, en el acuerdo recurrido no se efectuó un análisis completo de la Constitución Federal y los Tratados Internacionales, ya que el artículo 76 de la Ley de Amparo no garantiza los principios de previa audiencia y legalidad, pues con independencia de la técnica de amparo del órgano jurisdiccional para resolver un asunto, permite que el juzgador resuelva en forma deficiente.
Lo anterior porque el Tribunal Colegiado analizó en forma conjunta los conceptos de violación primero, segundo y tercero, sin que realmente resolviera lo planteado, dejando al quejoso en estado de indefensión.
2.
Por ello, se debe resolver sobre la inconstitucionalidad del artículo 76 de la Ley de Amparo, a fin de examinar de manera completa los conceptos de violación de la demanda de amparo.
3.
Solicita a este Alto Tribunal se supla la deficiencia de la queja con fundamento en el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo. 

OCTAVO. 
Estudio. Es infundado el recurso de reclamación en atención a las consideraciones siguientes.
En principio, cabe señalar que conforme a lo previsto en los artículos 107, fracción IX, constitucional, 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
 la procedencia del recurso de revisión en amparo directo se encuentra condicionada a que en la demanda se haya planteado la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de una norma de carácter general o la interpretación directa de un precepto de la Norma Fundamental o de derechos humanos establecidos en tratados internacionales de que México sea parte, y en la sentencia recurrida se haya decidido u omitido decidir sobre ese aspecto; o bien, se realice pronunciamiento expreso sobre tales temas, aún sin planteamiento al respecto, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia según disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación en cumplimiento a los acuerdos generales del Pleno.
Por su parte, con el fin de armonizar la normativa de la Suprema Corte de Justicia de la Nación con los preceptos citados, el Pleno emitió el Acuerdo General número 9/2015,
 que regula la procedencia del recurso de revisión interpuesto contra sentencias de amparo directo, el cual, en vez de privilegiar el análisis de los agravios en la revisión, permite a este Alto Tribunal hacer una valoración discrecional de los méritos de cada recurso, para determinar si a su juicio el asunto reúne los requisitos de importancia y trascendencia, para lo cual, su punto segundo señala que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia cuando:
· Pueda dar lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; o
· Lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto contra ese criterio o se hubiere omitido aplicarlo.
Por otro lado, cabe señalar que el Pleno de este Alto Tribunal, al resolver el recurso de reclamación 130/2011, en sesión de veintiséis de enero de dos mil doce, determinó que a partir de la reforma al artículo 1° de la Constitución Federal, desvaneció el obstáculo técnico para conocer, en los recursos de revisión, la regularidad constitucional de las normas aplicadas en los juicios de amparo.
Así, como excepción a la procedencia del amparo directo en revisión, esta Segunda Sala emitió la jurisprudencia 2a./J. 84/2015 (10a.), de rubro: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EXCEPCIONALMENTE CUANDO EN LOS AGRAVIOS SE IMPUGNE LA CONSTITUCIONALIDAD DE ALGÚN PRECEPTO DE LA LEY DE AMPARO APLICADO EN LA SENTENCIA RECURRIDA Y TRASCIENDA AL SENTIDO DE LA DECISIÓN ADOPTADA”.

Ahora bien, esta Segunda Sala considera fundados pero inoperantes los agravios sintetizados con los números 1 y 2, relativos a que debe admitirse el amparo directo en revisión en virtud de que en la sentencia de amparo se aplicó el artículo 76 de la Ley de Amparo, el cual se tilda de inconstitucional, trascendiendo al resultado del fallo, ya que el mismo permite a la autoridad jurisdiccional estudiar los conceptos de violación de manera conjunta, sin que exista algún medio de defensa en favor del gobernado quejoso para resarcir ese daño y resolver con puntualidad lo expuesto en aquéllos, esto es, que dicho precepto no garantiza los principios de previa audiencia y legalidad al permitir que el juzgador resuelva en forma deficiente.

Aunado a que el Tribunal Colegiado analizó en forma conjunta los conceptos de violación primero, segundo y tercero, sin que resolviera realmente lo planteado, dejando al quejoso en estado de indefensión, por lo que se debe resolver sobre la inconstitucionalidad del artículo 76 de la Ley de Amparo, a fin de examinar completamente aquellos conceptos.

En efecto, si bien esta Segunda Sala ha sostenido la posibilidad de plantear en el amparo directo en revisión la inconstitucionalidad de algún precepto de la Ley de Amparo cuando éste sea aplicado en la sentencia de amparo y trascienda al sentido de la decisión adoptada, el presente caso no reúne los requisitos de importancia y trascendencia para la procedencia de dicho recurso.
Al respecto, de las constancias de autos se advierte que el Tribunal Colegiado en la sentencia de amparo aplicó el artículo 76 de la Ley de Amparo, al considerar: 
“Precisado lo anterior, se determina que el análisis de los conceptos de violación se efectuará en orden diverso al propuesto por el quejoso, incluso algunos serán estudias (sic) de manera conjunta dada la estrecha vinculación que guardan entre sí, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, en términos del artículo 76 de la Ley de Amparo.
(…)

Asimismo, se califican infundados los conceptos de violación primero, segundo y tercero, en los que el impetrante, en resumen, aduce:

Primero. La autoridad responsable vulneró los derechos fundamentales consagrados a su favor en los artículos 14 y 16 constitucionales, en relación con los numerales 20, 841 y 842 de la Ley Federal del Trabajo, pues llevó a cabo un análisis dogmático del contrato de comisión mercantil, que aseveró Editorial Santillana, Sociedad Anónima de Capital Variable, se celebró el dos de enero de dos mil once; ello, dado que la Junta soslayó que en la cláusula primera el comitente impuso al comisionista, ahora quejoso, de manera exclusiva, la obligación de realizar todas las actividades comerciales necesarias e inherentes a aquélla, así como a vender los importes ahí detallados; lo cual implica subordinación.

Además, en la misma cláusula se establece que los gastos que se generen por viáticos y desembolsos para el cumplimiento de las actividades serán reembolsados por el comitente; lo cual implica que no desarrollaría en forma libre el trabajo personal.

Más aún, en la cláusula segunda se impuso que el desempeño de su actividad laboral se llevaría a cabo en cualquier país y, en la tercera se estableció una comisión fija por doscientos sesenta y cinco mil dólares americanos, por cada año de vigencia del contrato, a cubrir en forma mensual dentro de los diez días naturales posteriores a la conclusión del mes respectivo. 

De manera que, al existir subordinación, pues debería laborar en forma exclusiva para el comitente en cualquier país del mundo y, con un salario mensual denominado comisión fija, sin duda alguna se actualizan los supuestos previstos en el artículo 20 de la Ley Federal del Trabajo.

Segundo. La autoridad responsable vulneró los derechos fundamentales consagrados a su favor en los artículos 14 y 16 constitucionales, en relación con los numerales 20, 841 y 842 de la Ley Federal del Trabajo, pues pasó por alto que del resto de cláusulas del mal llamando contrato de comisión mercantil, también se advierte la existencia de subordinación, pues el quejoso estaba obligado a consultar las decisiones a tomar para realizar una operación.

En la cláusula sexta se estipuló que debería recabar la autorización del comitente en caso de participar en algún evento promocional; también tenía la limitación de firmar contratos o convenios de cualquier especie, ya que ello le correspondía al representante legal del comitente; y, en relación con los libros propiedad del comitente, durante y después de ejecutada la comisión, se le obligó a rendir una cuenta completa y justificada de su cumplimiento.

Y, en las restantes cláusulas se estableció la restricción de no poder firmar contratos, de mantener confidencialidad de toda información. 

Tercero. Carece de relevancia el valor que la autoridad de instancia dio a las facturas, a efecto de tener por acreditada una comisión mercantil, dado que en su mayoría no están suscritas por el peticionario de amparo; y, en todo caso, sólo acreditan el pago, pero de modo alguno pueden desvirtuar que existió una verdadera relación laboral.
Para sustentar dicha calificativa, es necesario precisar que la responsable absolvió a las sociedades demandadas, con base en los argumentos torales sintetizados enseguida:
(…)

Determinación que, contrario a lo alegado, se estima dictada en observancia a los derechos fundamentales del quejoso.
(…)

De lo anterior se advierte que, opuesto a lo afirmado por el quejoso, asiste razón a la Junta responsable al considerar que el documento inserto se trata de un contrato de comisión mercantil, y por tanto que la relación que existió entre las partes era de naturaleza mercantil.
(…)”.
Asimismo, se aprecia del escrito de agravios del amparo directo en revisión que la parte recurrente impugnó la constitucionalidad del citado artículo 76 de la Ley de Amparo.

En efecto, en sus agravios, esencialmente, señaló que el Tribunal Colegiado en la sentencia de amparo aplicó el artículo 76 de la Ley de Amparo, el cual transgrede los derechos de seguridad jurídica, audiencia y debido proceso, previstos en el artículo 16 de la Constitución Federal, al permitir que los juzgadores de amparo analicen de manera conjunta los conceptos de violación y resolverlos sin contestar aspectos torales.

Asimismo, refirió que en la sentencia de amparo al estudiarse en su conjunto los conceptos de violación primero, segundo y tercero, se dejó de atender que el contrato de comisión mercantil escondía una verdadera relación laboral y de subordinación.
En ese sentido, si bien en el presente caso se actualiza la excepción de procedencia del amparo directo en revisión relativa al planteamiento de constitucionalidad de algún precepto de la Ley de Amparo aplicado en la sentencia de amparo –artículo 76 de ese ordenamiento legal por transgredir los derechos de seguridad jurídica, audiencia y debido proceso- y que trascendiera al sentido de la decisión adoptada –al estudiar el Tribunal Colegiado de manera conjunta los conceptos de violación, calificarlos de infundados y negar el amparo-; lo cierto es como se indicó con anterioridad, los agravios del recurrente resultan inoperantes, pues en el caso no se cumple con el requisito de importancia y trascendencia previsto en el Acuerdo General número 9/2015,
 que regula la procedencia de aquel medio de impugnación.
Lo anterior en virtud de que sobre el tema de constitucionalidad planteado esta Segunda Sala en sesión de treinta de marzo de dos mil dieciséis, por unanimidad de cuatro votos, resolvió el amparo directo en revisión 6040/2015, bajo la ponencia del Ministro Eduardo Medina Mora I., en el que se determinó que el artículo 76 de la Ley de Amparo no es violatorio de los derechos de audiencia, debido proceso y acceso a la justicia.

Al respecto, en el citado precedente, en la parte que interesa, se consideró lo siguiente:

“29.
El principio de plenitud en la administración de justicia, en relación con los derechos de audiencia y de debido proceso, efectivamente implica que toda resolución judicial debe decidir exhaustivamente sobre los planteamientos de las partes, sin omisiones (principio de exhaustividad de las resoluciones judiciales).

30.
Sin embargo, lo anterior no significa que en cumplimiento de estos derechos fundamentales, los órganos jurisdiccionales deban realizar la argumentación jurídica que constituye la parte considerativa de las resoluciones que emitan, conforme a un esquema determinado; ni mucho menos, siguiendo el temario dispuesto en los escritos de las partes, o dando contestación a cada sección o párrafo de que se componen los mismos.

31.
Ahora bien, el recurrente impugna la inconstitucionalidad del artículo 76 de la Ley de Amparo, que a continuación se transcribe:

‘Artículo 76. El órgano jurisdiccional, deberá corregir los errores u omisiones que advierta en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se estimen violados, y podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación y los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, sin cambiar los hechos expuestos en la demanda’.
32.
Al respecto se advierte que el recurrente presume que si el órgano jurisdiccional no da respuesta a cada planteamiento formulado individualmente, no podrá apreciar los argumentos efectivamente planteados, pasará de largo cuestiones esenciales para el promovente, y carecerá de empatía con sus alegaciones, o dejará de comprender a cabalidad la naturaleza de la litis, o la verdad de las cosas, y no podrá dictar una sentencia debidamente fundada y motivada.
33.
Esta presunción es incorrecta y no tiene sustento lógico, pues a juicio de esta Segunda Sala, cualquier órgano jurisdiccional debe estar en posibilidad de abstraer la esencia de los planteamientos de las partes, y pronunciarse respecto de todos los puntos de derecho que constituyan la litis, sin omitir cuestión alguna relevante para el caso, sin que para ello deba hacer una exposición de ideas basada en los escritos de las partes, con referencia a todos y cada uno de sus componentes.
34.
En efecto, el hecho de que al plantear sus pretensiones, las partes en un juicio estén en la libertad de dividir su exposición en distintos apartados, no necesariamente significa que cada uno de ellos coincidirá necesariamente con un solo argumento individual y esencial para la resolución del asunto.  Puede suceder que en cada apartado se encuentren varios temas, o que a lo largo de algunos de ellos, se reitere un mismo argumento.  El órgano jurisdiccional no está vinculado a la forma de exposición elegida por alguna de las partes. El único deber que tiene en este sentido, es el de pronunciarse sobre todos los puntos de derecho planteados, especialmente sobre los que sean relevantes para la resolución del juicio, sin omitir ninguno de ellos.  Pero igual que el resto de las partes procesales, el juzgador se encuentra en libertad de exponer su razonamiento adoptando la forma o el esquema que considere más adecuados para ello.
35.
Sostener lo anterior podría incluso atentar en contra del propio derecho de acceso a la justicia, específicamente, contra el principio de celeridad procesal, que se consagra en el mismo segundo párrafo del artículo 17 constitucional, en cuanto establece que los tribunales deben emitir sus resoluciones de manera pronta. Se sostiene lo anterior, porque si el órgano jurisdiccional estuviera vinculado a dar respuesta a los planteamientos de las partes, acatando la forma de exposición elegida por éstas, esto es, si estuviera constreñido a exponer las consideraciones en que sostiene su sentencia, de la misma forma o dentro del mismo esquema elegido por las partes, entonces el lapso de tiempo para la emisión de su resolución, y la extensión de la misma, dependería parcialmente de la voluntad de las partes, y ello podría dar pie a abusos, o a que indebidamente se prolonguen los juicios de manera innecesaria.
36.
Pero además, la facultad que tienen los órganos jurisdiccionales de amparo para analizar los planteamientos y razonamientos de las partes en su conjunto, no solamente no es violatoria de los derechos de audiencia, debido proceso y acceso a la justicia, sino que por el contrario, abonan a la protección de esos derechos.
37.
En efecto, si el juzgador estuviera vinculado estrechamente al esquema formal expositivo de las partes, no podría realizar un estudio abstracto de los planteamientos que allí se exponen, por su valor argumentativo intrínseco, y por lo tanto, difícilmente podrían extraer de los escritos presentados por las partes, la esencia de sus pretensiones o “causa petendi”; lo cual iría en detrimento del gobernado, pues el análisis de la causa de pedir dependería de su habilidad para plantearla bajo un esquema aceptable desde el punto de vista lógico jurídico.
38.
Cobra aplicación en este sentido, la jurisprudencia emitida por esta Segunda Sala, que a continuación se transcribe: 

‘CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR’. (Se transcribe).

39.
Por todo lo anteriormente expuesto, esta Segunda Sala considera que el artículo 76 de la Ley de Amparo, no es inconstitucional, sino que por el contrario, protege los derechos de audiencia, debido proceso y acceso a la justicia. Y en consecuencia, procede declarar infundado el presente recurso de revisión, y confirmar la sentencia recurrida”.
Por otro lado, debe desestimarse el agravio sintetizado en el número 3, relativo a que el recurrente solicita la suplencia de la deficiencia de la queja con fundamento en el artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo; pues dicho argumento por sí solo no hace procedente el amparo directo en revisión.

Efectivamente, la suplencia de la queja deficiente no tiene el alcance de hacer procedente un recurso de revisión que no lo es, puesto que dicha figura no exime al quejoso de cumplir con los requisitos de procedencia que para ese medio de impugnación establece la ley, específicamente en los numerales 81, fracción II, de la Ley de Amparo, 10, fracción III y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
Es aplicable, por analogía, la jurisprudencia de rubro:

“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE, POR SÍ SOLA, NO HACE PROCEDENTE EL RECURSO”.


En consecuencia, ante lo fundado pero inoperante de los argumentos hechos valer por la parte recurrente, lo procedente es declarar infundado el recurso de reclamación y confirmar el acuerdo recurrido.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. Es infundado el recurso de reclamación.
SEGUNDO. Se confirma el acuerdo recurrido.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al lugar de origen y, en su oportunidad archívese el toca como asunto concluido.
Así lo resolvió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Presidente Javier Laynez Potisek (ponente). Votó en contra el Ministro José Fernando Franco González Salas. Ausente el Ministro Luis María Aguilar Morales.
Firman el Ministro Presidente de la Segunda Sala y Ponente, con la Secretaria de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA Y PONENTE

MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK

SECRETARIA DE ACUERDOS DE LA SEGUNDA SALA

JAZMÍN BONILLA GARCÍA
LA SUSCRITA HACE CONSTAR QUE LAS HOJAS QUE ANTECEDEN PERTENECEN A LA EJECUTORIA PRONUNCIADA EN SESIÓN DE VEINTINUEVE DE ENERO DE DOS MIL VEINTE, EN EL EXPEDIENTE NÚMERO RR-2705/2019 PROMOVIDO POR RICARDO RUBIO CARPINTEYRO, LAS CUALES REFLEJAN LA DECISIÓN ADOPTADA EN FORMA MAYORITARIA POR LA Y LOS MINISTROS INTEGRANTES DE ESTA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, CUYOS PUNTOS RESOLUTIVOS SON: PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE RECLAMACIÓN. SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. VA DEBIDAMENTE COTEJADO, SELLADO, RUBRICADO Y FOLIADO.

Revisó: LJRL
� Foja 428 del cuaderno del amparo directo en revisión 6706/2019.


� Foja 6 v. del cuaderno del recurso de reclamación 2705/2019.


� Fojas 407 a 411 del cuaderno del amparo directo en revisión 6706/2019.


� “Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: (…).


IX. En materia de amparo directo procede el recurso de revisión en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de esta Constitución u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de los acuerdos generales del Pleno. La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras; (…).” 


“Artículo 81. Procede el recurso de revisión:


(…).


II. En amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas generales que establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de acuerdos generales del Pleno. 


La materia del recurso se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras.”


“Artículo 96. Cuando se trate de revisión de sentencias pronunciadas en materia de amparo directo por tribunales colegiados de circuito, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resolverá únicamente sobre la constitucionalidad de la norma general impugnada, o sobre la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte.”


“Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: (…).


III. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito, cuando habiéndose impugnado la inconstitucionalidad de una ley federal, local, del Distrito Federal o de un tratado internacional, o cuando en los conceptos de violación se haya planteado la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dichas sentencias decidan u omitan decidir sobre tales materias, debiendo limitarse en estos casos la materia del recurso a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales;  (…).”


“Artículo 21. Corresponde conocer a las Salas: (…).


III. Del recurso de revisión contra sentencias que en amparo directo pronuncien los tribunales colegiados de circuito:


a) Cuando habiéndose impugnado la constitucionalidad de un reglamento federal expedido por el Presidente de la República, o de reglamentos expedidos por el gobernador de un Estado o por el Jefe del Distrito Federal, o en los conceptos de violación se haya planteado la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en estas materias, se haya decidido o se omita decidir sobre la misma inconstitucionalidad o interpretación constitucional; y (…).”


� “PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, Constitucional, y 81 fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:


Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general o se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y


Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.  


SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del punto inmediato anterior se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.


También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.


[…]


CUARTO. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación desechará de plano el recurso de revisión en el supuesto de que no reúna cualquiera de los requisitos de procedencia previstos en el punto anterior…”.





� El contenido de la jurisprudencia es: “El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el recurso de reclamación 130/2011, sostuvo que, a través de los recursos previstos en la Ley de Amparo las partes están legitimadas para impugnar la constitucionalidad de las disposiciones de ese ordenamiento que regulan la actuación de los órganos jurisdiccionales que conocen del juicio de amparo, por lo que procede el análisis de los agravios en los que se aduzca ese planteamiento. En consecuencia, cuando en los agravios del recurso de revisión se impugne la constitucionalidad de algún precepto de la Ley de Amparo aplicado en la sentencia recurrida y trascienda al sentido de la decisión adoptada, se actualiza un supuesto excepcional de procedencia de dicho recurso.”, con datos de localización: Décima Época, Registro: 2009475, Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 19, Junio de 2015, Tomo I, Materia(s): Común 


Tesis: 2a./J. 84/2015 (10a.), Página: 863.


� “PRIMERO. El recurso de revisión contra las sentencias que en materia de amparo directo pronuncien los Tribunales Colegiados de Circuito, es procedente, en términos de lo previsto en los artículos 107, fracción IX, Constitucional, y 81 fracción II, de la Ley de Amparo, si se reúnen los supuestos siguientes:


Si en ellas se decide sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una norma general o se establezca la interpretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, o bien si en dichas sentencias se omite el estudio de las cuestiones antes mencionadas, cuando se hubieren planteado en la demanda de amparo, y


Si el problema de constitucionalidad referido en el inciso anterior entraña la fijación de un criterio de importancia y trascendencia.  


SEGUNDO. Se entenderá que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando habiéndose surtido los requisitos del inciso a) del punto inmediato anterior se advierta que aquélla dará lugar a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional.


También se considerará que la resolución de un amparo directo en revisión permite fijar un criterio de importancia y trascendencia, cuando lo decidido en la sentencia recurrida pueda implicar el desconocimiento de un criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación relacionado con alguna cuestión propiamente constitucional, por haberse resuelto en contra de dicho criterio o se hubiere omitido su aplicación.


[…]


CUARTO. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación desechará de plano el recurso de revisión en el supuesto de que no reúna cualquiera de los requisitos de procedencia previstos en el punto anterior…”.





� El contenido de la jurisprudencia es: “Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V, de la Ley de Amparo; 10, fracción III, y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, el recurso de revisión contra sentencias de Tribunales Colegiados de Circuito en amparo directo procede cuando decidan sobre la constitucionalidad de una ley, tratado internacional o reglamento, o bien, establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Federal, así como cuando el Tribunal Colegiado de Circuito omita el estudio y decisión de esas cuestiones a pesar de haberse planteado en la demanda de garantías. Ahora bien, si no se plantea problema de constitucionalidad alguno, el recurso de revisión únicamente procede cuando el tribunal de amparo oficiosamente introduce ese tema en la sentencia recurrida, o bien, omite aplicar la jurisprudencia de este Alto Tribunal en la que se declare la inconstitucionalidad de preceptos aplicados al quejoso, siempre que se adecue al caso específico, en cuyo supuesto opera la suplencia de los conceptos de violación o de los agravios, de acuerdo con el artículo 76 Bis, fracción I, de la Ley de Amparo; sin embargo, este beneficio por sí solo no conduce a estimar que proceda la revisión en amparo directo por existir algún problema de inconstitucionalidad o de interpretación directa de una norma constitucional, que de oficio estuviera obligado a abordar el Tribunal Colegiado de Circuito, ya que el análisis de esos aspectos depende, por regla general, de que el agraviado los impugne en el juicio de garantías; además, la Suprema Corte de Justicia de la Nación no podría analizar de oficio, en suplencia de la queja deficiente, si las normas aplicadas al quejoso contienen o no un vicio de inconstitucionalidad, pues sería tanto como aceptar que son procedentes todos los recursos de revisión en amparo directo en los que opera ese beneficio, situación que resulta inadmisible porque daría lugar a una instancia oficiosa no establecida en la Ley Fundamental ni en la reglamentaria de la materia.”, con datos de localización: Novena Época, Registro: 174841, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Junio de 2006, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 81/2006, Página: 236.
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